
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
NULIDAD / PROCESO DE PERTENENCIA / EMPLAZAMIENTO DE PERSONAS INDETERMINADAS / REQUISITOS / PUBLICACIÓN EN EL REGISTRO NACIONAL DE PERSONAS EMPLAZADAS / VALLA QUE DEBE INSTALARSE EN EL PREDIO / TAMAÑO DE LA LETRA / EFECTOS DE SU INCUMPLIMIENTO.
… en el trámite del llamamiento emplazatorio hubo de incurrirse en varias imprecisiones que por su trascendencia, vician el procedimiento. Veamos:

a.
El artículo 108 del CGP prevé que ese acto se surtirá una vez cumplido la publicación con los requisitos legales, que son: i) nombre del emplazado; ii) la partes del proceso; iii) la clase de proceso; y iv) el juzgado que lo requiere; además, la publicación en el “registro nacional de personas emplazadas” en el que se incluirán, fuera de los anteriores requisitos, el número de cédula de ciudadanía, por un lapso de 15 días, para lo cual, en el parágrafo del citado artículo 108, se dispuso que el Consejo Superior de la Judicatura regulara todo lo correspondiente a dicho registro, con el fin de i) darle publicidad; ii) garantizar el acceso; y iii) establecer la base de datos que permita consultar la información. (…)
En este caso, revisado el registro nacional de emplazados de la Rama Judicial (página web), se observa que carece de cualquier información que permita establecer si en realidad fueron incluidas las personas indeterminadas que se crean con derecho sobre el bien en el presente asunto…
b. De otro lado, el artículo 375-7 del CGP prevé que en los procesos de pertenencia se debe emplazar a las personas que se crean con derecho sobre el bien, y se deberá: 

“… instalar una valla de dimensión no inferior a un metro cuadrado, en lugar visible del predio objeto del proceso, junto a la vía pública más importante sobre la cual tenga frente o límite. La valla deberá contener: (…)

“Tales datos deberán estar escritos en letra de tamaño no inferior a siete (7) centímetros de alto por cinco (5) centímetros de ancho.”
Y si bien, tal derrotero trató de satisfacerse a cabalidad, se omitió lo atinente al tamaño de la letra del aviso que resultó ser inferior al que prevé la norma, como se hizo ver en el memorial de folio 229. A pesar de esa advertencia, el juez de la causa utilizó esa irregularidad, entre otras razones, para dar al traste con las pretensiones del actor.
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A pesar del control que se hizo al expediente al momento de la admisión del recurso, en turno que está para desatar la segunda instancia y una vez escuchados con detenimiento los audios de las audiencias con ese fin, encuentra la Sala que en primera instancia se incurrió en una causal de nulidad que, como se verá, por estar uno de los demandados representados por curador ad-litem y existir personas indeterminadas de por medio, da al traste con parte de lo actuado y así debe declararse.

En efecto, para decirlo de una vez, la situación cae en la causal contemplada en el numeral 8º del artículo 133 del Código General del Proceso, que contempla como tal el que no se practique en legal forma la notificación a personas determinadas o el emplazamiento de las demás personas, aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes.

Sucede aquí que las personas indeterminadas que se crean con derecho sobre el bien inmueble fueron citadas mediante emplazamiento (fl. 71) y con posterioridad se les designó curador ad lítem para asistirlos judicialmente (fls. 104 vto y 110).
Pero en el trámite del llamamiento emplazatorio hubo de incurrirse en varias imprecisiones que por su trascendencia, vician el procedimiento. Veamos:

a.
El artículo 108 del CGP prevé que ese acto se surtirá una vez cumplido la publicación con los requisitos legales, que son: i) nombre del emplazado; ii) la partes del proceso; iii) la clase de proceso; y iv) el juzgado que lo requiere; además, la publicación en el “registro nacional de personas emplazadas” en el que se incluirán, fuera de los anteriores requisitos, el número de cédula de ciudadanía, por un lapso de 15 días, para lo cual, en el parágrafo del citado artículo 108, se dispuso que el Consejo Superior de la Judicatura regulara todo lo correspondiente a dicho registro, con el fin de i) darle publicidad; ii) garantizar el acceso; y iii) establecer la base de datos que permita consultar la información.
Y fue en cumplimiento de esa función que se emitió el Acuerdo PSAA14-10118 del CSJ, cuyo artículo 5º dispuso que “(…) Una vez efectuada la publicación en uno de los medios expresamente señalados por el juez, la parte interesada deberá solicitar la inclusión de los datos de la persona requerida en el Registro Nacional de Personas Emplazadas, para lo cual el despacho ordenará previo el cumplimiento de los requisitos legales la inclusión de los datos de la persona requerida en el Registro Nacional de Personas Emplazadas, para lo cual el Despacho ordenará previo el cumplimiento de los requisitos legales la inclusión de la siguiente información en la base de datos; (…)”, información que corresponde al juzgado de conocimiento (arts. 1º y 2º).
En este caso, revisado el registro nacional de emplazados de la Rama Judicial (página web), se observa que carece de cualquier información que permita establecer si en realidad fueron incluidas las personas indeterminadas que se crean con derecho sobre el bien en el presente asunto; ni siquiera se conoce si se pudo descorrer el término para contestar la demanda, es inconsultable, pese a que, según el parágrafo 1º del artículo 108 del CGP, esa anotación debe estar por lo menos durante el año siguiente a su publicación, sin que exista prueba de ello, lo que torna la publicación defectuosa, pues se impidió su acceso. 
b. De otro lado, el artículo 375-7 del CGP prevé que en los procesos de pertenencia se debe emplazar a las personas que se crean con derecho sobre el bien, y se deberá: 

“… instalar una valla de dimensión no inferior a un metro cuadrado, en lugar visible del predio objeto del proceso, junto a la vía pública más importante sobre la cual tenga frente o límite. La valla deberá contener:
a) La denominación del juzgado que adelanta el proceso;

b) El nombre del demandante;

c) El nombre del demandado;

d) El número de radicación del proceso;

e) La indicación de que se trata de un proceso de pertenencia;

f) El emplazamiento de todas las personas que crean tener derechos sobre el inmueble, para que concurran al proceso;

g) La identificación del predio. 

Tales datos deberán estar escritos en letra de tamaño no inferior a siete (7) centímetros de alto por cinco (5) centímetros de ancho.”

Agrega la norma que una vez acreditado lo anterior, se debe ordenar la inclusión en el “registro nacional de procesos de pertenencia”

Y si bien, tal derrotero trató de satisfacerse a cabalidad, se omitió lo atinente al tamaño de la letra del aviso que resultó ser inferior al que prevé la norma, como se hizo ver en el memorial de folio 229. A pesar de esa advertencia, el juez de la causa utilizó esa irregularidad, entre otras razones, para dar al traste con las pretensiones del actor. Expresamente en el fallo recurrido se indicó:

Lo anterior no es óbice para indicar que el despacho en su momento procesal oportuno hubo de requerir a la actora para que allegaran fotos nítidas de la vaya legal que se dispuso allegar en el predio, lo cual efectivamente se allego en tal calidad, pero la inspección judicial demostró que dicha vaya no se ajusta a los requerimientos legales, es decir no son propias del debido proceso, y como esa es una carga exclusiva de la parte actora esta la cumplió en forma defectuosa no tiene validez, se torna ilegal, y por tanto no se cumplió con el principio de publicad a que está destinada para también dar al traste con las pretensiones.

Por supuesto que una irregularidad procesal que conduce a una nulidad, no puede servir de soporte a negar el derecho sustancial que se reclama, cuando las normas adjetivas deben servir al propósito de alcanzar la efectividad del mismo; por algo son instrumentales. 

La solución es, precisamente, de orden procesal, cuando se advierte, como en este caso, que las personas indeterminadas que se crean con derechos sobre el bien inmueble que se pretende usucapir no fueron notificados en debida forma, pues i) la valla no contiene los parámetros legales para su validez, concretamente en el tamaño de la letra; ni ii) la publicación en el registro nacional de emplazados se encuentra conforme a las pautas legales.

Así que se deberá declarar la nulidad prevista en el artículo 133-8 del CGP, ya que tales personas están representadas por curador ad-litem, quien carece de toda facultad para sanear o convalidar la actuación. 
  
Al respecto la Corte Suprema de Justicia, en sede constitucional, en un caso similar, dejó claro que

“3. En efecto, la autoridad judicial durante el desarrollo de diligencia de inspección percató que la valla informativa tenía una dimensión de  3cms por 1.50 cms y el articulo 375 del C.G.P establece que el tamaño de las letras no puede ser inferior a 7 cms de alto por 5 cms de ancho, circunstancia que no se cumple, lo cual conlleva a una indebida notificación de terceros y se estaría incurso en una nulidad.  En consecuencia el juez decretó la nulidad de todo lo actuado, excluyendo el auto admisorio de la demanda.

El Tribunal confirmó esta decisión tras considerar que al no cumplir la valla con los parámetros de publicidad establecidos en la ley, se configura el supuesto de la causal de nulidad prevista en el numeral 8 del artículo 133 del C.G.P, en el sentido que no se practicó en legal forma el emplazamiento de personas determinadas (sic).
4. Las consideraciones del juzgado accionado no evidencian capricho, de modo que no se amerita el otorgamiento del amparo invocado, en especial,  cuando se encuentra que la decisión del juzgador tiene respaldo en lo establecido en el artículo 133 y 375 del Código General del proceso, en los cuales se establecen las causales de nulidad y los parámetros de publicidad que debe cumplir la valla informativa, respectivamente.”

En el mismo sentido, esta Colegiatura, con ponencia del Magistrado Duberney Grisales Herrera, se pronunció en auto del pasado 11 de marzo, con radicado No. 66170-31-03-001-2017-00123-01. 
Y es que no puede ser otra la consecuencia de estas irregularidades, porque el escenario de la notificación que se surte mediante emplazamiento es de carácter supletorio y, por lo mismo, especial y preciso, no se puede omitir ninguna de las condiciones que la ley señala para su cabal cumplimiento porque ello equivaldría a una defectuosa vinculación y, por ende, a una vulneración del derecho de defensa.
Los efectos de esta declaratoria de nulidad comprenden todo lo actuado a partir de la publicación de la valla, incluido lo tramitado en esta instancia. Se exceptúa de la anulación, el material probatorio que fue controvertido en el presente asunto (art. 138, inciso 2º, CGP).
En consonancia con lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia, del Tribunal Superior de Pereira, 

RESUELVE:

1. Declarar la NULIDAD de lo actuado en este proceso desde la publicación de la valla, visible a folios 88 a 90 del cuaderno principal, incluido lo tramitado en esta instancia. 
2. Desde allí, rehágase la actuación encauzando el trámite de emplazamiento con todas las formalidades que contempla el artículo 108 del Código General del Proceso, en concordancia con el artículo 375 de la misma codificación, conforme a las pautas señaladas en la parte motiva.

Para tal fin, devuélvase el expediente al juzgado de origen.

Notifíquese

El Magistrado,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
� Corte Suprema de Justicia. Sentencia STC15925-2018 del 5 de diciembre de 2018. 
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